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			Introducción  




			



			 




			C omencemos c on un acertijo: un ministro de Hacienda sostiene públicamente la necesidad de tender al socialismo de Estado. ¿Quién?, ¿cuándo?, ¿dónde? Algunas pistas: no fue durante la Rusia de Stalin. Tampoco lo dijo el Che Guevara. Ni Hugo Chávez. 




			Lo dijo José Terry, ministro de Hacienda de la Argentina. ¿Cuándo? En 1894. Sí, durante el “régimen oligárquico” un ministro de Hacienda pedía pasar al socialismo de Estado. ¿Fue uno de esos ministros que duran apenas minutos en su cargo después de una declaración poco feliz? No. Fue un ministro valorado por su conocimiento económico, convocado para el mismo cargo nuevamente entre 1904 y 1906. Fue, además, profesor titular de la cátedra de Finanzas en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires desde 1899. ¿Fue el único? No; por esos años otras voces igualmente importantes pedían, por ejemplo, la creación de un banco del Estado. 




			¿Esto quiere decir que el régimen oligárquicoliberal que caracterizó a la Argentina a partir de 1880 no fue tal? No. La declaración indica, en todo caso, que tras un aparentemente instaurado liberalismo conservador había discusiones muy ricas en relación con el Estado, su compromiso con el crecimiento económico y los límites a su participación en la economía. Desde entonces los debates sobre la intervención del Estado en el mundo económico han sido una constante. 




			El liberalismo económico es una escuela de pensamiento que plantea la necesidad de que el Estado interfiera lo menos posible en la vida económica. Haciendo eje en la consigna de dejar hacer, o laissez faire de acuerdo a la expresión en francés que la hizo mundialmente conocida, esta doctrina le asigna al mercado la capacidad de organizar la vida social de manera eficiente y considera que las regulaciones del mundo económico por parte del Estado contituyen una interferencia con consecuencias negativas. Esta escuela de pensamiento junto con la que hace hincapié en la necesidad de especialización productiva de acuerdo con las ventajas comparativas de cada país, que llevó a la Argentina a dedicarse casi exclusivamente a la producción de materias primas agropecuarias, fueron en buena medida las guías ideológicas de la economía internacional durante casi todo el siglo XIX y hasta las primeras décadas del XX. Esto se tradujo, entre otras cosas, en una defensa del librecambio. Esto quiere decir que el intercambio comercial entre países era concebido como una operación económica abierta, sin trabas aduaneras ni de ningún tipo. Sin embargo, en la Argentina de la segunda mitad del siglo XIX se discutieron y sancionaron proyectos legislativos que buscaban proteger la industria nacional a partir de aumentar los impuestos de aduana que recaían sobre las mercaderías importadas, dándole así mayor competitividad a la producción local. 




			La idea que guía este trabajo es justamente dar visibilidad a los debates alrededor del liberalismo económico y del Estado, y matizar así las visiones más simplistas que describen períodos históricos como bloques ideológicos sin fisuras.Al poner en evidencia que los debates sobre el Estado se pueden identificar desde el último cuarto del siglo XIX buscamos, por otro lado, evitar las visiones rupturistas que tienden a pensar que los cambios suceden de un día para el otro. Este trabajo intenta, justamente, mostrar cómo los debates sobre la economía y el Estado tuvieron lugar incluso en ese período que parte de la historiografía tiende a definir como liberal. Comprendiendo esas discusiones, intentamos dar pistas que permitan analizar también la historia reciente, ya que los vínculos entre el mundo económico y el estatal han sido, y continúan siéndolo, motivo de discusión y de miradas encontradas. 




			En estas páginas nos proponemos analizar las diferentes ideas sobre el rol del Estado en algunos momentos particulares de la historia argentina. Los períodos elegidos giran alrededor de crisis económicas, políticas y/o sociales, a las que se entiende como lapsos en los que los debates se intensifican y permiten dar cuenta a través de su análisis de un clima de ideas que se expresa con mayor énfasis justamente a partir de la crisis. Como definimos los momentos por el clima de debate, la duración de los tres casos elegidos no es exactamente la misma. Lo que intentamos cubrir son esas ventanas que se abren cuando las explicaciones vigentes pierden su capacidad de anticipar la crisis o cuando las herramientas para salir de los momentos críticos no resultan adecuadas. Es en esos períodos cuando surgen nuevas explicaciones que intentan modificar la realidad por medio de recetas que hasta entonces tenían poca aceptación. Esto nos lleva a tomar muy en cuenta el proceso de creación del pensamiento económico en la Argentina. Entendemos aquí al saber económico como el vínculo entre el mundo académico y el estatal, ya que en todos los casos analizados los economistas fueron a la vez docentes universitarios y funcionarios públicos. Esto impone la necesidad de contemplar la forma en que los conocimientos económicos fueron importados y adaptados a las particularidades locales. 




			El Estado es entendido en general como el conjunto de instituciones para la toma de decisiones y su ejecución. Esta definición contempla un aspecto político-decisorio y otro operativo-burocrático para su puesta en práctica.Veremos que ambas instancias son igualmente esenciales y que en muchos casos la falta de capacidad operativa atentó contra las decisiones políticas por incapacidad técnica o desacuerdo en cuanto al contenido ideológico de las mismas. 




			Cada uno de los momentos críticos se traduce aquí en un capítulo. En el primer caso se trata de los años comprendidos entre la crisis económica de 1873 y la crisis económica y política de 1890.Ambas dieron lugar a intensos debates legislativos sobre la protección industrial. Los cambios políticos ocurridos a partir de los movimientos revolucionarios de la Unión Cívica Radical en 1890 y en 1893 introdujeron la representación parlamentaria de nuevos sectores políticos y con ellos nuevas voces y argumentos se sumaron al debate. El análisis estará centrado en las discusiones sobre la protección industrial que tuvieron lugar en 1875 y en 1894.A partir de esos debates se analizarán las posturas políticas y los argumentos teóricos utilizados por uno y otro punto de opinión. Aquí se planteará un tema que recorre todo este libro: la adaptación de las teorías económicas creadas en otros contextos para explicar y guiar la intervención en la realidad local. 




			El segundo período es el que se inició con el conflicto de la Gran Guerra, en 1914. En este caso fue el contexto internacional el que planteó un cambio de escenario económico al reducir drásticamente las posibilidades de importar mercancías, cuando eran esas importaciones las que hacían los aportes más sustanciales al presupuesto nacional a través de los impuestos de aduana. Este momento incluyó un debate sobre las formas que debía tomar el diseño impositivo nacional, abonado en buena medida por el cambio político que supuso la Ley Saénz Peña por medio de la cual el radicalismo llegó a la presidencia en 1916. La política democrática de la era del voto universal masculino significó para el presidente Hipólito Yrigoyen el compromiso con un electorado más cercano a los sectores populares y obreros. Así, en 1918 aparecieron de forma oficial proyectos para la creación del impuesto a los réditos, lo que hoy conocemos como impuesto a las ganancias. El Congreso Nacional discutió por primera vez si quienes tenían mayores ingresos debían aportar más al Estado. El análisis se extiende hasta 1925, luego de que una crisis en el sector agroexportador abriera un nuevo reclamo sobre la participación del Estado en la regulación de la economía. 




			El tercer capítulo gira alrededor de otra crisis, la que se inicia en 1930 y tiene consecuencias a lo largo de toda esa década. Nuevamente se combinaron cambios políticos y económicos, internos y externos. Y otra vez se discutió cuáles eran los límites de la acción estatal respecto de qué podía o debía hacer en el mundo económico y social. La creación de una serie de instituciones, como las juntas reguladoras de carnes y granos y el Banco Central de la República Argentina, termina por dar forma al vínculo que unirá la economía y el Estado. 




			En el apartado final retomamos brevemente esta cuestión para analizar la forma en que la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) se convirtió, en los años de 1950, en la primera usina de pensamiento económico desde y para América Latina al mando del economista argentino Raúl Prebisch. 




			Cada período será analizado a través de algunos personajes paradigmáticos, que tuvieron gran relevancia y presencia en los debates y en la toma de decisiones de esos años. Estas figuras fueron economistas y pensadores sociales que consideraban que su saber estaba íntimamente ligado al Estado. En el primer capítulo serán Vicente Fidel López, Carlos Pellegrini y José Terry. López y Terry tenían en común el hecho de ser profesores de Economía Política y de Finanzas, respectivamente, en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y haber sido ministros de Hacienda de la nación. En el segundo período se destaca Alejandro Bunge, financista, economista y funcionario público que tuvo un lugar central en las discusiones políticas, económicas y sociales de los años de la Gran Guerra. Finalmente, Raúl Prebisch es sin dudas un personaje ineludible para analizar los años de 1930. Antes de ser reconocido por su participación en la CEPAL, Prebisch tuvo una activa presencia en el diseño y la implementación de la política económica argentina. Estos economistas son las voces que nos permitirán echar un vistazo a la forma en que el Estado fue pensado y discutido en cada momento crítico. 




			La cuestión impositiva será el eje del análisis en cada capítulo, entendiendo que a través de su estudio se puede ver claramente la relación entre economía y Estado, ya que en su diseño intervienen condicionantes políticos, económicos y socio-culturales. No es lo mismo un Estado que se financia a través de impuestos al consumo que uno que lo hace mayormente a través de un impuesto progresivo sobre las ganancias. Cada modelo supone una concepción sobre lo que el Estado debe hacer, sobre la justicia distributiva y respecto de los límites del Estado en relación con las economías individuales: ¿cada ciudadano es responsable de su propio bienestar o el Estado debe garantizar ciertos niveles de satisfacción más allá de la capacidad de gestión personal? Este tipo de pregunta, que parece tan actual, se plantea desde hace más de un siglo y medio en la Argentina. 




			La complejidad del tema nos llevará a recorrer la historia económica y política argentina de cada momento. Es importante mencionar que las crisis económicas son tomadas aquí como un dato. Es decir que no nos proponemos desentrañar sus causas, sino acceder a través de ellas a los debates sobre la intervención del Estado en la economía. 




			

	    


	 	

	    

            



			 




			1. De 1870 a 1895 




			



			 




			H acia la década de 1870 la Argentina comenzaba a exportar al mundo su producción pampeana, especialmente lanar. El aumento de la producción fue posible, entre otras cuestiones, a partir del ingreso masivo de inmigrantes para el trabajo rural. Esa misma masa de población se convirtió  en un mercado potencial para los productos de  fabricación nacional. Así, en este período tuvo lugar un cambio económico y demográfico que fue acompañado por cambios institucionales también muy importantes. El Estado argentino se embarcó en una serie de transformaciones esenciales para el desarrollo del comercio y de la vida moderna: las extensiones de las líneas de ferrocarriles y telégrafos, la ampliación de la frontera cultivable a partir de la denominada “conquista del desierto” y la sanción de la ley de inmigración en 1876 son todas acciones en el mismo sentido. La llegada de capitales internacionales, especialmente ingleses, permitió completar un programa que el Estado nacional no podía afrontar económicamente. De este modo el Estado iba adquiriendo su forma como autoridad central y única que tenía entre sus responsabilidades la creación de un clima seguro para la inversión extranjera y la llegada de inmigrantes. Esto se acompañó con el diseño de una estructura jurídica que garantizaba y defendía la propiedad privada. Podría decirse que este proceso político, económico y social logra culminarse hacia 1890. 




			La incorporación argentina al comercio internacional como productor y exportador de bienes agropecuarios y la dependencia del capital extranjero expusieron al país a convertirse en caja de resonancia de lo que sucedía en otras economías. Las crisis internacionales afectaban el comercio y con ello a la producción local pensada para el consumo externo. 




			A partir de esta constatación comenzaron a pensarse formas que dieran mayor estabilidad a la economía local, y que redundaran en un presupuesto de ingresos nacionales menos sujeto a los cambios económicos internacionales. Dado que el presupuesto se nutría casi exclusivamente de los ingresos de aduana a partir de los impuestos a la importación, cualquier cambio en la economía internacional podía influir en el nivel de las importaciones y a través de ello en el presupuesto, modificando sus recursos. 




			Ya en 1866, a partir de una crisis económica originada en la caída de los precios internacionales de los productos agropecuarios, se debatieron formas de crear y proteger una industria nacional que procesara los bienes primarios producidos en la región pampeana, añadiéndoles valor. 




			La idea de fortalecer las industrias “naturales”, derivada de la concepción según la cual cada país debía especializarse en la producción de los bienes para los cuales tuviera ventajas comparativas, tenía origen en el pensamiento del economista inglés David Ricardo (1772-1823). Siguiendo esa concepción, el mercado económico internacional se dividió en países industrializados y en productores de materias primas. El comercio entre productores de materias primas y productores de manufacturas se concebía de forma libre, sin trabas aduaneras (ni de ningún tipo) a la introducción de mercaderías de origen extranjero. El intercambio internacional permitiría el consumo de bienes diversos, lo que daba posibilidades de acceder a mucho más de lo que cada economía producía. El librecambio fue así la teoría económica imperante en el siglo XIX en casi todo el mundo occidental.Veremos más adelante que no siempre se llevó a la práctica, aun cuando mantuvo su supremacía ideológica. 




			De acuerdo con este criterio, la Argentina, por sus tierras fértiles y su clima templado, debía especializarse en la producción natural para la que tenía ventajas comparativas respecto de otros productores internacionales: tierras ilimitadas y de gran productividad, clima ideal y el apoyo oficial para conseguir, por medio de la inmigración, la mano de obra que resultaba escasa. Según esta línea de pensamiento, la industria era concebida como la continuación de ese proceso de especialización. Correspondía, entonces, fortalecer una industria ligada a los bienes primarios, añadiéndoles valor. Las actividades que se propusieran procesar otros bienes eran consideradas “artificiales”, sin capacidad de supervivencia, y por lo tanto se estimaba que su protección era un esfuerzo inútil. Las formas de fortalecer la industria nacional eran variadas e incluían el manejo estatal de las tarifas aduaneras para hacer más competitivas las producciones nacionales en el mercado interno, pero también el otorgamiento de créditos especiales para la industria y el diseño de impuestos diferenciales. El denominador común de todas ellas era que el Estado debía intervenir para el diseño de la protección, pues no era una decisión que pudiera quedar en manos de particulares. Por eso en el momento de analizar estas opciones para la protección industrial veremos las formas en que fueron pensadas en cada momento las responsabilidades del Estado respecto de la economía. 




			En este capítulo y en los siguientes observaremos cómo la idea de las ventajas comparativas y la conveniencia de fortalecer las industrias naturales se mantuvo vigente por décadas en la Argentina. También indagaremos en los cuestionamientos que se le hicieron a esta forma de comprender el mundo económico internacional. 




			



			 




			
Los primeros temblores de la economía internacional 




			



			 




			En el transcurso de la crisis económica que tuvo lugar entre 1873 y 1875 cobraron notoriedad pública las voces favorables a la protección a las industrias naturales. 




			Esta crisis tuvo un origen externo, pero sus consecuencias fueron profundizadas localmente por causas internas. Durante la presidencia de Domingo Faustino Sarmiento, quien había sido elegido para ocupar el cargo entre 1868 y 1874, los gastos públicos nacionales crecían, en primer lugar, porque se asumían las deudas contraídas por Mitre, su antecesor, para la participación argentina en la guerra del Paraguay (ocurrida entre 1864 y 1870), pero también por un profundo programa de obras públicas encarado por el mismo Sarmiento. Entre otras cosas, durante su gestión se profesionalizó el ejército a través de la creación del Colegio Militar y del Liceo Naval. Eran las formas institucionales asumidas para el proceso de conformación del Estado nacional que describíamos antes. Pero esas actividades requerían financiamiento. El Estado se abastecía por medio de la aduana que recaudaba los impuestos a la importación y recurría al crédito internacional ante situaciones extraordinarias.Y es lo que hizo para financiar su participación en la guerra del Paraguay y cada vez que los ingresos ordinarios nacionales no eran suficientes. 




			Pero en 1873 se produjo una crisis económica internacional que limitó por algún tiempo el ingreso de capital externo a la Argentina. La crisis internacional se originó en la superproducción que tuvo lugar como resultado de la industrialización de la época. Los precios internacionales se desplomaron y cada país protegió su industria mediante aranceles aduaneros para evitar la competencia con los productos importados. La caída de los precios internacionales hacía que ingresara menos dinero por la venta de la producción agropecuaria al exterior, lo que condujo a un panorama de insolvencia económica para afrontar las deudas con los proveedores internacionales de crédito, especialmente Inglaterra. En la Argentina la crisis tuvo un efecto inmediato, promoviendo la discusión sobre la industrialización. Esto se vio claramente reflejado en los debates legislativos sobre el presupuesto de gastos y recursos para el año 1876, cuando ya era presidente Nicolás Avellaneda.Allí encontramos posturas enfrentadas sobre la protección, la industria y el modelo de economía nacional que debía seguirse. 




			



			 




			
Los debates parlamentarios de 1875 




			



			 




			El diputado Carlos Pellegrini, quien años más tarde sería presidente de la Argentina, fue un activo participante en el debate que tuvo lugar en 1875 y una voz firme en la defensa de la protección industrial. En primer lugar sostuvo: “No admito como argumento ni como autoridad los hechos producidos en otras partes, ni la opinión de aquellos que estudiaban elementos y situaciones distintas a la nuestra”.1 Aquí Pellegrini marcó una línea divisoria que iría tomando forma con el tiempo. Las particularidades locales imponían la necesidad de una aproximación también local a los problemas. No era cuestión de importar teorías y aplicarlas. 




			Por otro lado, Pellegrini desenmascaraba en sus intervenciones un hecho fundamental: los países centrales mantenían el discurso del librecambio, pero aplicaban medidas proteccionistas para defender sus industrias a través de la limitación de la competencia con productos importados. La Argentina, sostenía, debía seguir esa idea. Esto no significaba abandonar completamente la idea del librecambio, sino asumir que ese sistema no siempre era adecuado. Cada país debía prestar atención al nivel de su desarrollo industrial y analizar si sus industrias podrían sobrevivir solas. En palabras de Pellegrini: “Los proteccionistas no atacan el principio del librecambio, reconocen que está fundado sobre bases sólidas; en lo único que difieren es en la cuestión de época y lugar. Declaran que a las naciones nuevas, que recién han nacido a la vida de la industria, no puede aplicárseles el sistema del librecambio y hay que aplicarles el sistema proteccionista.Y al decir esto son lógicos. Todo lo que nace, todo lo que se desarrolla, necesita protección en el momento de nacer, en el momento de crecer, porque la industria no va a producirse en una noche”.2 Con opiniones como ésta Pellegrini inauguraba una línea de pensamiento que permanecería vigente por décadas: la importancia de prestar atención a las condiciones locales y a la relación entre las economías internacionales. El librecambio y la especialización servían más a unos que a otros. La Argentina debía contemplar cuáles eran sus pérdidas y sus ganancias dentro de ese sistema económico internacional. Aun manteniendo el librecambio como meta, el camino hacia el desarrollo incluía necesariamente la intervención del Estado en el mundo económico nacional para proteger una industria que sería muy difícil de alcanzar sin esa participación estatal. En este punto Pellegrini también planteó un límite a la teoría de las ventajas comparativas. La idea de la especialización agropecuaria no parecía sustentable en el largo plazo; la forma de obtener cierta estabilidad económica venía de la mano de la industria, a la que era necesario proteger. La protección propuesta se traducía en el aumento diferencial de las tarifas aduaneras sobre algunos productos importados. De este modo esos productos aumentarían de precio en el mercado local, ya que los impuestos a la importación se trasladaban a los precios finales. Así, la producción nacional resultaría más competitiva en sus precios. 




			



			 




			Como vemos a partir de las palabras de Pellegrini, el liberalismo estaba tan arraigado por entonces que quienes se llamaban a sí mismos proteccionistas en el contexto de la crisis debían explicar el porqué de su cambio de actitud. Así lo hacía el diputado Santiago Alcorta en el mismo debate sobre el presupuesto de 1876:“Yo soy librecambista, como son todos los Sres. diputados que han hablado.Yo he hecho mis estudios de Economía Política con [el profesor francés] Garnier que es el más furioso librecambista que pueda encontrarse entre los economistas del día. Formado en esta escuela vine a mi país profesando en absoluto el librecambio. Sin embargo, observando aquí los fenómenos económicos, he llegado a pensar como pienso hoy, que íbamos en mal camino practicando ese sistema”.3 




			El liberalismo era el sentido común que guiaba la economía mundial. A pesar de que las crisis económicas iban minando su reputación, aún era políticamente correcto identificarse con el liberalismo económico incluso cuando las propuestas planteadas en el debate reclamaran abiertamente intervenciones del Estado para proteger la industria nacional a través de aranceles aduaneros. Con los años y las crisis, el proteccionismo y otras formas de intervención estatal irían adquiriendo poco a poco un lugar central en la Argentina, y se haría innecesario adherir, aunque fuera discursivamente, al librecambio y al liberalismo como premisas. 




			Identificar estas tensiones entre lo que se dice y lo que se hace sirve para romper la mirada que supone que en los años de fin de siglo XIX había un bloque ideológico uniforme. Pero también ilustra lo complejo y rico del momento, donde las bases de pensamiento sobre el Estado y la economía estaban siendo redefinidas a medida que las crisis marcaban los límites del modelo vigente. 




			Volviendo al debate parlamentario de 1875, la protección propuesta por la Comisión de Presupuesto, que acentuaba el proyecto original del Poder Ejecutivo, se materializaría a través del aumento de los derechos de importación, lo que se traduciría en los hechos en un impuesto a los consumos importados. Así, aumentarían los precios de las mercancías de origen extranjero, lo que llevaría al consumidor a preferir comprar producción nacional. Las limitaciones de la industria nacional lógicamente eran un problema. Es necesario pensar a la industria argentina de esos años como una actividad incipiente, ligada al taller antes que a la fábrica, procesando productos locales para el consumo de la creciente masa trabajadora. Los bienes de lujo seguían llegando del exterior, para una clase alta a la que los impuestos de aduana no lograban persuadir de comprar nacional. 




			Proteger la industria a través de aumentar los impuestos a la importación tenía, y aún tiene, un doble propósito. Por un lado, suministraría mayores ingresos al presupuesto nacional; por otro, a más largo plazo, daba un apoyo a la actividad industrial local. Este objetivo se relaciona con la idea de que era necesario un cambio en la política productiva. La industria se asociaba con el progreso nacional. Las potencias mundiales eran por entonces industriales. Se creía que ése era el camino hacia el desarrollo. 




			Vicente Fidel López fue otro de los personajes destacados en las discusiones parlamentarias de esos años. Diputado y profesor de Economía Política en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, López fue en el Congreso un encendido defensor de la protección industrial por parte del Estado. 




			Si bien su participación en el debate legislativo de 1875 sobre la conveniencia de la protección aduanera seguía claramente la línea de pensamiento manifestada por Pellegrini, resulta interesante contrastar esos pensamientos políticos con la economía teórica que enseñaba en sus clases de Economía Política.Allí López se inclinaba más abiertamente por la defensa de la libertad comercial sosteniendo: 




			



			 




			Hace poco que el trabajo no era libre. Los gobiernos protegían a los industriales con enormes privilegios, y como esa protección era acordada para que ganasen con su industria, iba necesariamente contra todos los que deseaban ganar en ella, y tenía por base la opresión del consumidor. Favorecer el capital es perjudicar al provecho mecánico, y favorecer al provecho mecánico es perjudicar al capital. En uno y otro caso la protección es un peso ficticio puesto en un lado de la balanza contra el otro lado: y así es que el sistema más sano es el de la libertad, porque con él se balancean los provechos de cada agente particular de producción.4 




			



			 




			Un año más tarde, el mismo Vicente Fidel López era el paladín de la protección industrial en el Congreso Nacional. Como representante de la provincia de Buenos Aires, cargo que ocupó entre 1873 y 1880, López sostenía: “Yo no conozco una doctrina más odiosa ni más impía que la del librecambio, aplicada en países nuevos, en países pastoriles y de un trabajo rudimentario como el nuestro”.5 La diferencia que marca López entre la economía política teórica surgida en Europa y las condiciones particulares de la Argentina hacía imposible pensar que esas recetas fueran aplicables con éxito al contexto nacional. 




			Surge así una clara distinción que se mantendrá en el tiempo: por un lado estaba la economía teórica y conceptual, la que marcaba cómo debía funcionar el sistema económico. Por el otro, la práctica económica, la actividad política real, que debía mirar más allá de la biblioteca. Por eso decíamos que aunque el liberalismo fuera la teoría económica imperante en el mundo occidental, no siempre sus preceptos guiaron las políticas económicas de esos países. La economía combinó el hecho de ser un saber teórico con el de tener una operatividad implícita que apunta a cambiar la realidad. El resultado no siempre fue coherente. Como vimos,Vicente Fidel López fue diputado, ministro y profesor. ¿Qué dijo en tanto académico y qué sostuvo o hizo en tanto funcionario o representante legislativo? La pregunta se aplica a los demás personajes que nombraremos y se complica aun más cuando incorporamos en el análisis la cuestión de los intereses económicos. Estos economistas académicos y funcionarios participaban además en empresas privadas familiares o eran contratados en tanto financistas para representar ciertos intereses. De aquí deriva una cuestión importante y siempre vigente: ¿qué defendían cuando defendían la industria?, ¿los intereses nacionales?, ¿los intereses regionales?, ¿los particulares? En muchos casos no hay respuestas, pero tener estas preguntas en mente nos predispone a estar más atentos en el momento de la investigación. 
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